CUESTIONARIO

“Los derechos humanos  de las Personas con Discapacidad”

1. En la República Paraguay, el Poder Ejecutivo promulgó la Ley Nº 3.540/08,

cuya versión resumida se adjunta, por la que se aprueba la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las personas con discapacidad. 

 

Aún se debe cumplir con el depósito de los  instrumentos legales ante la Secretaría de las Naciones Unidas pero, lo que debe resaltarse es que la Convención integra el Sistema Jurídico interno de la República del Paraguay.

 

LEY N º 3540

QUE APRUEBA LA CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY

Artículo 1°.-
 Apruébase la “Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en la ciudad de New York, Estados Unidos de América, el 13 de diciembre de 2006, y suscritos por la República del Paraguay el 30 de marzo de 2007, cuyo texto es como sigue:
Sigue el texto de la  convención y del Protocolo Facultativo.

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a los diez días del mes de junio del año dos mil ocho, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de Diputados, a los veintiséis días del mes de junio del año dos mil ocho, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 204 de la Constitución Nacional.

Firmado por Oscar Rubén Salomón Fernández
, Presidente de la H. Cámara de Diputados,   Miguel Abdón Saguier Presidente de la H. Cámara de Senadores, 

Olga Ferreira de López Secretaria Parlamentaria, Herminio Chena Secretario Parlamentario.






 
 

Firmado en  Asunción, 24 de  julio de 2008

Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial.

El Presidente de la República.

Firmado por Nicanor Duarte Frutos, Presidente de la Republica,  Oscar Martínez Doldán, Ministro de Salud Pública y Bienestar Social y Rubén Ramírez Lezcano, Ministro de Relaciones Exteriores.

2. En lo referente a las medidas jurídicas esenciales para la aplicación efectiva de la Convención y el Protocolo Facultativo, como Institución que vela por el cumplimiento y respeto por los Derechos Humanos, estamos convencidos que la promulgación de la Ley Nº 3540/08 constituye el primer paso, debiendo como lo enuncia el texto de la Convención, los Estados Partes, a partir de la ratificación, introducir medidas destinadas a promover los derechos de las personas englobadas en el sector de discapacidad y a luchar contra la discriminación, consecuentemente el siguiente paso que hará efectiva la aplicación será la creación de  una norma nacional que establezca sanciones a la discriminación como existen en la mayoría de los países de América, como por ejemplo Perú, Argentina, México, Brasil y otros.
La efectiva vigencia de la norma en muchas ocasiones no puede ser garantizada por el Estado que la adopta, por diversos factores, uno de ellos es la ausencia de mecanismos que establezcan funciones para los  eventuales infractores de dicha norma, así como la inoperancia de las instituciones encargadas del control ( por el escaso presupuesto o inexistencia de los mismos); la falta de planificación urbana de las ciudades, de instituciones públicas y/o privadas para la inclusión efectiva de las personas con capacidades diferentes.

3. Con relación a las medidas jurídicas esenciales para la aplicación y el seguimiento nacionales.

        Resulta imperiosa la conformación de un Consejo o Comisión integrada  por Organizaciones de la sociedad civil y entidades estatales expresamente designadas, por ejemplo: representantes por cada una de las organizaciones pertinentes: Organizaciones de Pueblos Originarios, Organizaciones de Mujeres, Organizaciones de Personas de la Tercera Edad, Organizaciones de Diversidad Sexual, Organizaciones de Afro descendientes, Organizaciones de Personas con Discapacidad, Organizaciones de Niños, adolescentes y jóvenes, Comisión de Derechos Humanos de la Honorable Cámara de Diputados, Viceministerio de Justicia y Derechos Humanos, Defensoría del Pueblo, Ministerio Público, etc.; que tenga como fin esencial luchar contra todo tipo de discriminación con incidencia, el desarrollo, que realice seguimientos y evaluación de políticas de lucha contra la discriminación.
Desde  nuestra perspectiva, el problema real consiste en no abordar el tema de discriminación con mecanismos eficaces para una lucha real contra este fenómeno que también engloba a las PCDs, es decir, es lógico que la promulgación de la Ley Nº 3540/08 y su Protocolo Facultativo constituyen un paso importante pero sería más efectivo dotarlos de los mecanismos que en realidad la garanticen, es así que desde las políticas publicas, creemos que  el Estado debería reforzar las oficinas de atención , por ejemplo, el Poder Ejecutivo cuenta con una  Secretaria de  Acción Social, que establece programas de  combate a la pobreza, pero no existen cuestiones explicitas acerca de iniciativas de algún componente de no discriminación y se menciona esto debido a que la situación de pobreza  es dura por si sola y si se agrega el componente de discapacidad la problemática se acentúa aun más.
  En este punto es importante mencionar lo que establece el  Art. 33 de la Convención, en este sentido se debe mencionar que no se han implementado programas integrales para abordar el tema de la discapacidad, pero existen múltiples proyectos y programas en ejecución que tratan este tema, ya sea como aprobación leyes de sectores específicos, intentando paliar la vulnerabilidad entre los que se pueden citar:  

• Ley Nº 780/1979 que crea e Instituto Nacional de Protección a personas excepcionales. (INPRO).

•

•Ley Nº 122/1990 que establece privilegios a favor de los impedidos.

•

•Ley Nº 2479/2004 que establece la obligatoriedad  de la Incorporación de personas con discapacidad en las instituciones publicas. ETC., que realizan esfuerzos aislados en esta materia  pero no hay un programa especial que lo contemple de manera global o general.  
En síntesis existen numerosos impedimentos como ser: 

 Políticos;  al no poder llegar a una consenso para la aprobación de leyes  especificas de no discriminación.

Institucional;  por no contar con un ente o ministerio de lucha especifica  dentro de este sector.

Presupuestario; debido a que  las instituciones contemplan el tema de discriminación solamente de manera  parcial, abordando el tema entre  las múltiples funciones que cada institución debe cumplir, según sus atribuciones legales. 

El presupuesto es un gran obstáculo, que se intenta paliar a través de los Convenios de Cooperación.

Cultural; la falta de información clara, real y el desconocimiento de la población respecto de leyes y de los mecanismos legales para hacer efectiva sus derechos. 
Falta de Penalización de los actos discriminatorios.

Como se ha mencionado, en el Paraguay no se cuenta con la  penalización de los actos discriminatorios, es por esto que si por un determinado acto no es viable conseguir un resultado satisfactorio  con la mediación de la ratificación, es mejor recurrir a la vía judicial, pero caratulándolo como difamación, injuria o calumnia  para poder resarcir el daño , por lo menos pecuniariamente, pero esto también conlleva otros factores como el acceso a la justicia, el costo del juicio, la naturaleza de delitos de acción penal privada, a instancia de la victima. 

Es por esto que, desde la Defensoría del  Pueblo, se ve aun como problema o retroceso que en  el Código Penal no se encuentre tipificado este atentado a la vigencia de los Derechos Humanos de las personas con capacidades diferentes.
 El Mecanismos de denuncia o queja y de atención en la Defensoria del Pueblo de la República del Paraguay, se encuentra debilitado, debido a que el procedimiento que se privilegia es el de la mediación y la conciliación, pero como no existe una reglamentación especifica a través de una ley que lo sancione, observándose una falta de presión por lo que muchas personas un siquiera denuncian estos hechos.

En la República del Paraguay como se ha señalado, no existe una institución específica que combata el fenómeno de la discriminación, puesto que no se ha promulgado una Ley nacional que reglamente sus modalidades o sanciones, si  bien se presentaron varios proyectos de Ley que se encuentran aún en estudio. No obstante este vacío, la Defensoria del Pueblo ha creado un Departamento de Acciones Contra Toda Forma de Discriminación, que realiza mediaciones ante los conflictos suscitados y difusión de estos temas para sensibilizar y concienciar a la población.

ABOG. SHIRLEY CANTERO

Departamento de Acciones contra toda forma de Discriminación

Asunción – Paraguay.

Teléfonos: 452602/5 int. 224.

